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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA CIVIL - FAMILIA

Magistrado Ponente:

Fernán Camilo Valencia López




Pereira,  quince de julio de dos mil nueve



Acta  Nº 318.
Procede la Sala a decidir la impugnación que Cable Unión de Occidente S.A. interpuso contra la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Civil del Circuito el 28 de mayo pasado, en esta acción de tutela que promovió Tomás Delgado Paredes en contra suya y del Instituto de Seguros Sociales, en procura de protección para su derecho constitucional fundamental de petición. 




ANTECEDENTES

Indicó el accionante, por intermedio de apoderado judicial, que es pensionado de la Universidad Tecnológica de Pereira desde el 1 de julio de 2004; que a partir “del año 2009” su pensión debe ser reconocida por el Instituto de Seguros Sociales y “para ello deben tenerse en cuenta los aportes que ha realizado en esta entidad”; que el 2 de diciembre pasado envió derecho de petición a Cable Unión de Occidente S.A., entidad para la cual laboró, en el que puso de presente que una vez verificada la relación de aportes al Instituto de Seguros Sociales, observó que no aparecen los correspondientes a los períodos comprendidos entre mayo de 1999 y junio de 2000; agosto y septiembre de 2000; agosto y octubre de 2001; todo el año 2004; enero y junio de 2005 y, agosto de 2005 y agosto de 2006. En consecuencia, pidió a la sociedad “corregir y/o pagar ante el Instituto del Seguro Social los aportes a pensión… enunciados”, la que el 15 de diciembre de 2008 le informó que estaba “realizando un proceso de depuración y cruce de información con el Instituto de Seguros Sociales… que esperan culminar en poco tiempo. Adicionalmente informó que una vez terminen este procedimiento se procedería  a comunicarme los resultados”. 
Por los mismos hechos requirió al Seguro Social para que “proceda a solicitarle a la empresa CABLE UNIÓN S.A. que corrija y/o pague al Instituto del Seguro Social los aportes a pensión enunciados”, el que mediante oficio 587 de 15 de enero pasado informó que “se han hecho requerimientos para la presentación de medios magnéticos a la empresa CABLE UNIÓN DE OCCIDENTE y especialmente los ciclos faltantes en la historia laboral del trabajador TOMÁS DELGADO PAREDES”.

Ante la situación expuesta considera el demandante que tanto el Seguros Social como Cable Unión vulneran su derecho de petición porque pidió que “se solucione el problema lo cual a la fecha no se ha realizado”. En consecuencia, instó ordenar a las accionadas solucionar “los requerimientos que se realizan en estas solicitudes”.

Por auto de 14 de mayo pasado se admitió la demanda y ordenó correr traslado a las demandadas. La sociedad manifestó que “dentro de los términos de ley procedió a dar respuesta al derecho de petición del señor Delgado”, aclaró que se encuentra en un proceso de  cruce de información con el Seguros Social “toda vez que este último no ha registrado varios pagos y cotizaciones que ha efectuado”, por lo que estima no haber vulnerado derecho alguno al señor Delgado Paredes. El Instituto de Seguros Sociales por su parte alegó que como lo explicó el apoderado de la parte demandante, sí contestó el derecho de petición  “con oficio No 587 de enero 15 de 2.009, mediante el cual se le informó que se habían hecho requerimientos para la presentación de medios magnéticos de la empresa CABLE UNIÓN DE OCCIDENTE S.A. y especialmente los ciclos faltantes del accionante, manifestando también el señor apoderado que el ISS le mandó copia del requerimiento hecho a la empresa en mención”, explica que aunque Cable Unión ha efectuado algunos pagos al Sistema de Seguridad Social de sus trabajadores mediante formulario de autoliquidaciones, no aportó ni especificó “con los medios magnéticos que la normativa exige al respecto como gran aportante… es decir hizo la parte manual (los pagos) de algunos ciclos pero no de todos y además no acompañó la información con los medios magnéticos que el ISS debe validar y aplicar a cada uno de los trabajadores por los cuales se efectúa el pago”, situación por la que previos varios requerimientos a dicha sociedad, el 15 de mayo pasado la Jefe de Talento Humano indicó que la suma pagada por su empresa equivalente a $86.869.291, en el mes de febrero de 2007, debía ser aplicada a favor del demandante y “a los ciclos 2004-03-04-05-06-07-08-09-10- 2005-06-08-09-12”. Por último, aclaró que aún quedan períodos pendientes por pago que equivalen a $85.711.532. 
El Juzgado Segundo Civil del Circuito mediante sentencia dictada en la fecha referida al inicio de esta providencia, dispuso:

“PRIMERO: TUTELAR el amparo al derecho de petición invocado por el señor TOMAS DELGADO PAREDES, a través de apoderado judicial, y en consecuencia, se ordena a CABLE UNIÓN DE OCCIDENTE S.A. que en el término de tres (3) días proceda a dar solución de fondo a la petición, en este caso realizar los aportes y/o pagos de los ciclos pensionales faltantes al actor ante el ISS".

En término impugnó la interesada y en esta instancia argumentó (f 4, c 2.) que por ser entidad de derecho privado no se le extienden los términos del derecho de petición “y consecuentemente la acción de tutela por esta institución”; que por parte suya no ha habido vulneración alguna al derecho alegado “debido a la existencia de un hecho superado” puesto que las “dos peticiones presentadas por el accionante” fueron respondidas mediante oficios de 15 de diciembre de 2008 y 18 de mayo de 2009; que el juez de tutela se “extralimitó” e invadió competencias de la jurisdicción ordinaria al mandarle pagar determinadas sumas de dinero y que la sentencia le impuso una obligación imposible “debido a que por la crisis económica que sufre la sociedad.. no le es posible dar cumplimiento al fallo de tutela dentro de los términos perentorios establecidos por el Decreto 2591 de 1991 y pagar la suma de $85.972.051.oo que se aduce en la parte considerativa de la providencia.” 
CONSIDERACIONES

Inicialmente la Sala, deberá determinar si efectivamente como lo alegó la recurrente por motivo de no ser entidad pública no puede ser sujeto pasivo de una acción de esta clase, misma que de ser cierta, sería suficiente para dar al traste con la actuación surtida en primera instancia.

Dispone el artículo 86 de la Constitución Nacional que “toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por quien actué a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública”, y más adelante aclara que “La ley establecerá los casos en los que la acción de tutela procede contra particulares encargados de la prestación de un servicio público o cuya conducta afecte grave y directamente el interés colectivo, o respecto de quienes el solicitante se halle en estado de subordinación o indefensión”.

En ese sentido la jurisprudencia constitucional ha considerado que cuando se formulan peticiones ante particulares, es necesario identificar tres situaciones: i) cuando el particular presta un servicio público o cuando realiza funciones de autoridad el derecho de petición opera igual como si se dirigiera contra la administración; ii) cuando el derecho de petición se constituye en un medio para obtener la efectividad de otro derecho fundamental, puede protegerse de manera inmediata y iii) cuando la tutela se dirige contra particulares que no actúan como autoridad y la protección deprecada no se hace con los fines expuestos en el ordinal anterior, solo merecerá protección como derecho fundamental cuando sea regulado por el legislador.
  

Lo que ha dado lugar a que en casos de idénticas connotaciones al estudiado, la Corte Constitucional por considerar que el derecho de petición se constituye como medio para obtener la efectividad de otro derecho fundamental, lo hubiera protegido de manera inmediata:
 ““Si bien el derecho de petición, en los términos del artículo 23 de la Constitución, vincula en principio sólo a autoridades públicas, la norma constitucional prevé que el legislador puede desarrollar el ejercicio de este derecho frente a particulares para la garantía de los derechos fundamentales. No obstante, hasta el momento tal legislación no se ha promulgado.

Sin embargo, tal ausencia de regulación no ha sido óbice para que la Corte Constitucional inclusive después de constatar que está terminada la relación laboral, reconociendo que  existe cierto grado de subordinación frente al antiguo empleador, conceda la tutela y ordene suministrar la información laboral pedida a personas naturales o entidades privadas que fueron empleadoras. La obligatoriedad de dar respuesta en estas ocasiones se ha fundamentado en el derecho a la información y, además, en la dignidad del trabajador, las garantías mínimas laborales, y la prevalencia que tienen los factores humanos frente a los de producción y desarrollo. [Por último, se ha dicho que] el exempleador no puede alegar que existe reserva frente a factores tales como el salario devengado y el tiempo laborado porque se trata información relativa a derechos  laborales cuya titularidad radica en quien pide respuesta.”
                         
En esas condiciones, fuera de duda y discusión se encuentra el hecho de que en vista de la relación de subordinación existente entre el demandante y la sociedad Cable Unión de Occidente, ésta última, además de ser sujeto pasivo de la acción de tutela, sí puede vulnerar el derecho de petición. Entonces, el problema jurídico se concreta en establecer si la contestación que la sociedad accionada dio al peticionario al manifestarle que se encuentra “en un proceso de depuración y cruce de información con el I.S.S. y que esperamos culminar en poco tiempo, debido a que dicha entidad no ha registrado múltiples pagos y otras novedades tales como retiros y sustituciones que la empresa ha realizado… Una vez terminada dicha etapa procederemos a comunicarle los resultados y atenderemos cualquier solicitud”, es suficiente para satisfacer el derecho aparentemente conculcado, sobre lo cual la Sala comparte, en principio, el sentido de la decisión de primera instancia toda vez que la solución a una solicitud de esta clase debe: i) ser oportuna; ii) resolver de fondo lo pedido y de manera clara, precisa y congruente con lo solicitado y iii) ser puesta en conocimiento del peticionario
. Al respecto, puede anotarse sobre la insuficiencia de la citada comunicación, que jurisprudencialmente se tiene repetido que dadas las características del derecho de petición no se admiten en términos constitucionales, respuestas evasivas, o la simple afirmación de que el asunto se encuentra en revisión o en trámite,
 a lo que se agrega que si la entidad requerida no estaba en condiciones de suministrar en término legal
 una respuesta efectiva debió así manifestarlo al peticionario con la indicación de los motivos de la demora y la fecha en que resolvería su solicitud,
 no obstante lo cual a pesar de que en el expediente se estableció que la misma actualmente sabe con certeza cuáles son los períodos de cotización en pensión que adeuda al Seguro Social a favor del señor Delgado Paredes, de todas formas no le ha manifestado cómo ni cuando solucionará la anomalía que él puso de presente.  Lo que no comparte esta Corporación es el hecho de que a Cable Unión se le hubiera ordenado en la sentencia, que en el término de tres (3) días debía pagar los aportes faltantes, toda vez que el núcleo esencial del derecho de petición queda satisfecho para éste caso con que a Tomás Delgado Paredes se le manifieste cuándo y cómo va a subsanarse la irregularidad que dio origen a su petición.

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Civil del Circuito en este asunto, con excepción del aparte de su ordinal primero que dice: “en este caso realizar los aportes y/o pagos de los ciclos pensionales faltantes al actor ante el ISS" . 

Notifíquese esta decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 30 del decreto 2591 de 1991.

Dentro de los diez (10) días siguientes a la ejecutoria de este fallo, envíese el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.

Notifíquese

Los Magistrados,

Fernán Camilo Valencia López

Claudia María Arcila Ríos
Gonzalo Flórez Moreno
� Sentencia C-792 de 2006


� Sentencia T-1015/02, M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra 


� Sentencia T-345 de 2006 M.P. Manuel José Cepeda Espinosa.


� Sentencia T-046 de 2007 M.P. Jaime Córdoba Triviño


� Artículo 6 C.C.A. “Las peticiones se resolverán o contestarán dentro de los quince (15) días siguientes a la fecha de su recibo”.


� Artículo 4 C.C.A. 
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